
CAPÍTULO 10. CONCLUSIÓN: TIERRA Y PROPIEDAD 

EN LA AGENDA FEMINISTA 

U n o de los temas centrales de este libro es la persistente discrepancia 
entre la igualdad formal de hombres y mujeres ante la ley y el logro de 
una igualdad real entre ambos, discrepancia que se expresa muy bien en 
la diferencia que existe entre los derechos formales de las mujeres a la 
propiedad y su propiedad real y control de la tierra. El logro de una 
igualdad formal ante la ley y la obtención de los derechos de propiedad y 
a la tierra para las mujeres fueron procesos sumamente controvertidos 
durante el siglo XX, y hoy en día aún no han sido garantizados en todos 
los países latinoamericanos. Sin embargo, en comparación con la distri­
bución por género de la propiedad de la tierra en la mayor parte de los 
países, se puede afirmar que es apreciable el avance logrado desde el punto 
de vista legal. En Latinoamérica existe una menor probabilidad de que las 
mujeres sean propietarias de la tierra en comparación con los hombres, y 
cuando sí lo son, suelen poseer menores cantidades y parcelas menos 
atractivas. Uno de los interrogantes centrales que este estudio ha querido 
desentrañar es por qué es tan desigual la distribución de la propiedad de 
la tierra por sexo. Hemos demostrado que la desigualdad por género en 
la propiedad de la tierra en América Latina tiene su origen en los privile­
gios que disfrutan los hombres en el matrimonio, la preferencia por los 
varones en las prácticas de herencia, el sesgo masculino en los programas 
estatales de distribución y titulación de tierras, y el sesgo de género en el 
mercado de tierras, en el que es menos probable que las mujeres partici­
pen exitosamente como compradoras. En las comunidades campesinas e 
indígenas regidas por la tenencia comunal de la tierra, los usos y costum­
bres tradicionales también discriminan en contra de la mujer, y el resulta­
do es que a la mayoría de ellas se les niegan los derechos efectivos a la 
tierra. 
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Esta desigualdad es perjudicial para el bienestar de las mujeres, pues 
existe una relación directa entre la propiedad e ingresos que controlan y 
el bienestar propio y el de sus hijos. La posesión directa de bienes pro­
ductivos por parte de la mujer le reduce considerablemente el riesgo de 
pobreza. La propiedad de ia tierra es ia mejor garantía que tienen ias 
mujeres rurales para poder proveer al menos una porción de los requeri­
mientos alimenticios de sus hogares. Así mismo, suele ser una precon-
dición para el aumento de la productividad de las mujeres, pues les da 
acceso al crédito y a otros servicios. La propiedad de la tierra fortalece la 
posición de resguardo de las mujeres en el matrimonio y les amplía sus 
opciones maritales. Como incrementa la capacidad negociadora, también 
se le asocia con una mayor participación de la mujer en la toma de decisio­
nes relacionadas con el hogar y la finca. Sin duda alguna, es indispensable 
aumentar la capacidad de negociación de las mujeres para empoderarlas, 
cambiar las relaciones entre los géneros y lograr una igualdad real entre 
hombres y mujeres. De ahí la importancia del interrogante central de la 
investigación. En este capítulo resumimos las respuestas a las demás pre­
guntas formuladas en el capítulo 1 y para ello se examinan primero los 
logros que el movimiento contemporáneo de mujeres ha obtenido con 
respecto a los derechos de la mujer a la tierra, y luego las lecciones que 
hemos aprendido como parte del proceso, así como los retos que se plan­
tean hacia el futuro en una agenda feminista. 

En la última mitad del siglo XX se adoptaron medidas importantes 
con miras a obtener una igualdad formal de género. Entre los logros se 
pueden mencionar la inclusión de la igualdad formal entre los sexos en 
casi todas las Constituciones latinoamericanas y la reforma de la mayor 
parte de los Códigos Civiles para establecer la doble jefatura, el reconoci­
miento de las uniones de hecho y el divorcio civil. Estas reformas por lo 
general fueron iniciativa del movimiento social de mujeres, se formaliza­
ron por las oficinas nacionales de la mujer y su adopción se vio facilitada 
por el compromiso de los Estados latinoamericanos para eliminar la dis­
criminación contra la mujer y establecer la igualdad de género, y por la 
presión internacional para llevar este propósito a la práctica. Durante los 
años noventa, un número creciente de Estados latinoamericanos tam­
bién adoptó planes nacionales para avanzar en la igualdad de oportuni­
dades para las mujeres. Estos planes reconocen que la falta de acceso de 
las mujeres a los recursos constituye una de las principales formas de 
desigualdad entre los sexos. Al mismo tiempo, en todos los países salvo 
Costa Rica estos planes carecen de medidas concretas de acción afirmati­
va que amplíen el acceso de las mujeres a la propiedad. Así pues, aunque 
ha habido logros significativos en la consolidación de los derechos de 
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propiedad de la mujer en busca de una igualdad de género formal, han 
sido más bien pocos los avances para remediar sustancialmente la des­
igualdad de género en la propiedad de bienes. Además, estos planes na­
cionales por lo general han tenido un sesgo urbano. Los intentos por 
abordar el problema de los derechos de la mujer a la tierra en la mayor 
parte de los países por lo general se han desarrollado por fuera del marco 
de los planes nacionales para cuestiones de mujer y género. 

Los códigos agrarios neoliberales que estipulan la igualdad formal en 
los derechos de hombres y mujeres a la tierra son producto del "triángu­
lo del empoderamiento"1, es decir, la acción coordinada entre los movi­
mientos de mujeres urbano y rural, las mujeres en el Estado y las mujeres 
en la política formal, con la ayuda, en muchos casos, de los organismos 
internacionales. Mediante alianzas estratégicas estos grupos han librado 
exitosamente batallas en las legislaturas nacionales y en los partidos polí­
ticos para cambiar el contenido de los códigos agrarios latinoamericanos 
en los años noventa. Los nuevos códigos agrarios son más favorables a los 
cambios progresistas con relación al género, no debido a los principios 
neoliberales que los inspiran, sino más bien por el momento histórico. 
Cuando los regímenes neoliberales se embarcaron en la reforma 
institucional del sector agrícola, crearon al mismo tiempo el espacio para 
que el movimiento de mujeres presionara en favor del establecimiento de 
normas que respaldaran la igualdad de género. 

Uno de los principales logros de la legislación agraria neoliberal ha 
sido la abolición del concepto del jefe de hogar varón como principal 
beneficiario de los programas estatales de distribución y titulación de tie­
rras, que fue uno de los principales mecanismos de exclusión de las mu­
jeres como beneficiarías directas en las reformas agrarias de los decenios 
anteriores. En este cambio, los códigos agrarios neoliberales han seguido 
dos caminos: en un grupo de países (Perú, México, Ecuador y Hondu­
ras), otorgan derechos a la tierra a personas naturales y jurídicas en vez 
de a los jefes de hogar, de acuerdo con el principio neoliberal de otorgar 
a los individuos el derecho a buscar libremente su interés propio. En otro 
grupo (Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Guatemala, Nicaragua y 
nuevamente Honduras, pues este país clasifica en ambos), la legislación 
del período neoliberal establece explícitamente la igualdad de derechos a 
la tierra entre hombres y mujeres. La adopción de la igualdad explícita es, 
sin duda, preferible a la supuesta neutralidad sugerida por el otorgamiento 
de los derechos a la tierra a personas naturales y jurídicas, pues en este 
último caso se presume un campo de juego imparcial, es decir, la existen-

1 El concepto triángulo del empoderamiento fue desarrollado por Vargas et al., 1996. 
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cia de una igualdad que no se da. Sin embargo, también resulta insufi­
ciente el sólo hecho de garantizar los derechos formales de las mujeres a 
la tierra. Si no existen mecanismos concretos de inclusión -como la titula­
ción conjunta obligatoria a las parejas o medidas de acción afirmativa-, 
es difícil, si no imposible, aumentar ia propiedad de ia tierra para ias 
mujeres. Así pues, uno de los principales logros para garantizar los dere­
chos de las mujeres a la tierra han sido las disposiciones que estipulan la 
adjudicación conjunta obligatoria y/o la titulación de la tierra a parejas, 
con independencia de su estado civil; estas disposiciones refuerzan la 
doble jefatura del hogar y resultan indispensables para su implementación 
en la práctica. 

Entre 1988 y 1995, cinco países incluyeron en su legislación agraria 
disposiciones tendientes a la adjudicación y/o titulación conjunta de la 
tierra a parejas. En Colombia, Costa Rica y Nicaragua la titulación con­
junta se convirtió en obligatoria para las parejas casadas o que vivieran en 
uniones de hecho. En Brasil y Honduras fue tan sólo una opción que las 
parejas podían solicitar; además, en Honduras sólo era una opción para 
las parejas casadas o para parejas que se hubieran registrado formalmen­
te como viviendo en una unión de hecho. A partir de la celebración en 
1995 de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Mujer en Beijing, 
Perú adoptó la titulación conjunta obligatoria de la tierra en su programa 
de titulación para anteriores beneficiarios de la reforma agraria, pero sólo 
para parejas casadas. En 1998 la República Dominicana adoptó la titula­
ción conjunta obligatoria tanto para las parejas casadas como para las que 
vivían en uniones de hecho; esta legislación cubre a los beneficiarios an­
teriores de la reforma agraria. Guatemala adoptó la adjudicación y titula­
ción conjunta obligatoria, independientemente del estado civil, en su 
legislación de 1999 que creó un nuevo banco de tierras. En Ecuador, el 
mismo año, las reglamentaciones que regían las actividades de titulación 
de su instituto agrario también volvieron obligatoria la titulación conjun­
ta de la tierra para las parejas casadas, en tanto que las que vivían en 
uniones de hecho serían designadas como copropietarias. 

En Perú se siguen realizando esfuerzos para extender los beneficios 
de la titulación conjunta a parejas en uniones de hecho a manera de co­
propietarios, como en Ecuador. En Honduras también hay proyectos ten­
dientes a darle carácter de obligatoriedad a la titulación conjunta en vez 
de dejarla como una opción, y a facilitar la titulación conjunta a las pare­
jas que viven en uniones de hecho. En El Salvador, la titulación conjunta 
de la tierra a parejas, sin distinción de su estado civil, se ha propuesto en 
las tres versiones preliminares del código agrario que aún se está discu­
tiendo. Que sepamos, los cambios en las normas de titulación no figuran 
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en las agendas de México ni de Chile, países cuyo programa de titulación 
de tierras privilegia a los individuos y donde prácticamente han conclui­
do estos programas, ni en Bolivia, en donde aún no se han iniciado pro­
gramas de titulación de tierras a gran escala. 

La importancia de la titulación conjunta obligatoria es evidente si se 
consideran los logros alcanzados hasta la fecha en términos de fortalecer la 
propiedad de la tierra para las mujeres. El cuadro 10.1 resume los datos que 
se presentaron en capítulos anteriores sobre los beneficiarios por sexo en 
adjudicaciones y titulaciones de tierras2. Los programas recientes son posi­
tivos desde una perspectiva de género cuando sus resultados se comparan 
con los del cuadro 2.4, que resume el porcentaje de mujeres beneficiarías 
durante el período de la reforma agraria. En Colombia, en el período de la 
reforma agraria que va de 1961 a 1991, las mujeres sólo representaron un 11 
por ciento de los beneficiarios. Sin embargo, cuando la titulación conjunta 
y la asignación de prioridad a las jefas de hogar se volvieron obligatorias 
(1988) y se aplicaron (1995) en los proyectos de distribución de fincas, esta 
proporción se elevó a un 45 por ciento en el período comprendido entre 
1995 y 1998. En la reforma agraria sandinista en Nicaragua, que pretendía 
beneficiar a las mujeres independientemente de su estado civil, las mujeres 
sólo representaron el 10 por ciento de los beneficiarios directos entre 1979 y 
1989. Sin embargo, cuando se implementaron mecanismos de inclusión 
(titulación conjunta y prioridad a las jefas de hogar), que comenzaron a 
fines de 1993, esta cifra se elevó al 31 por ciento (1994-98). 

Infortunadamente, Costa Rica no ha divulgado datos sobre adjudica­
ciones de tierra por sexo más allá de los dos años que siguieron a la san­
ción inicial de la Ley para Promover la Igualdad Social de la Mujer. En el 
breve período en el que la tierra se adjudicaba a nombre de la mujer si la 
pareja vivía en una unión de hecho o en nombre de los dos miembros de 
una pareja casada, la proporción de mujeres beneficiarías se elevó del 12 
por ciento (1962-88) al 45 por ciento (1990-92). En El Salvador, la propor­
ción de mujeres beneficiarías se elevó del 11-12 por ciento durante la re­
forma agraria (1980-91) a un tercio durante el programa de transferencia 
de tierras relacionado con los acuerdos de paz, mediante asignaciones 
individuales de tierra a cada uno de los miembros de la pareja, la política 
de "una parcela propia". El único otro país que distribuyó tierras nuevas 
para fines de la reforma agraria en este período fue Brasil. Si bien su 
Constitución estipula que la tierra se debe distribuir a hombres, mujeres 

2 Las cifras que se presentan en el cuadro 10.1 difieren en algunos casos de las de los cuadros 
relativos a cada país que se incluyen en capítulos anteriores. Para fines comparativos, hemos 
convertido los datos en unidades similares y hemos distinguido entre la distribución a benefi­
ciarios y los títulos a la tierra; en los países con titulación conjunta los números absolutos 
difieren, siendo los primeros siempre superiores a los últimos. 
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CUADRO 10.1 
PARTICIPACIÓN COMPARATIVA DE BENEFICIARIAS/OS POR SEXO Y MODALIDAD 
DE TÍTULO EN LOS PROGRAMAS RECIENTES DE ADJUDICACIÓN Y TITULACIÓN 
DE TIERRAS EN AMÉRICA LATINA, AÑOS NOVENTA 

Adjudicaciones de tierra 

Colombia 

Nicaragua 

Costa Rica 

El Salvador 

Beneficiarias/os 

1995-98 
Mujeres 45% 
Hombres 55% 
Total 100% 
(n = 27.292) 

1994-98 
Mujeres 31% 
Hombres 69% 

Total 100% 
(n=40.332) 

1990-92 
Mujeres 45% 
Hombres 55% 
Total 100% 
(n = 1.279) 

1993-96 
Mujeres 34% 
Hombres 66% 
Total 100% 
(n = 20.432) 

Programas de titulación de tierras 

Chile 

Ecuador 

Honduras 

México 

1993-96 
Mujeres 43% 
Hombres 57% 
Total 100% 
(n=1.474)' 

1992-96 
Mujeres 49% 
Hombres 51% 
Total 100% 
(n=21.101) 

1995-97 
Mujeres 25% 
Hombres 75% 
Total 100% 
(n=54.904) 

1993-98 
Mujeres 21% 
Hombres 79% 
Total 100% 
(n = 1.9 millones) 

Títulos 

1995-98 
Individuales 
Conjuntos 
Total 
(n=17.372) 

1994-98 
Individuales 
Conjuntos 
Otros 
Total 
(n = 23.305) 

n.d. 

1993-96 
Individuales 
Conjuntos 
Total 
(n=20.432) 

1993-96 
Individuales 
Conjuntos 
Total 
(n = 1.474) 

1992-96 
Individuales 
Conjuntos 
Total 
(n=12.416) 

1995-97 
Individuales 
Conjuntos 
Total 
(n = 54.904) 

1993-98 
Individuales 
Conjuntos 
Total 

43% 
57% 

100% 

41% 
52% 

7% 
100% 

100% 
— 

100% 

100% 
— 

100% 

30% 
70% 

100% 

100% 
— 

100% 

100% 
— 

100% 
(n = 1.9 millones) 

Fuentes: Véanse cuadros 6.2, 6.5, 6.3, 9.5, 9.4, 9.1 y 9.2; y para El Salvador (A. Alvarez 1998). 
Nota: * Datos de encuesta. 
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o parejas, no se han expedido reglamentaciones de implementación con 
mecanismos explícitos de inclusión; además, el instituto de reforma agra­
ria todavía no recopila datos sobre los beneficiarios por el sexo. El dato de 
que las mujeres comprenden tan sólo el 12.6 por ciento de los beneficia­
rios directos de los assentamentos ilustra muy bien el hecho de que la 
igualdad formal explícita no se traduce automáticamente en ganancias 
significativas para las mujeres si no viene acompañada de mecanismos 
explícitos de inclusión. 

La segunda parte del cuadro 10.1 resume los datos disponibles sobre 
programas de titulación de tierras entre pequeños propietarios. En los 
primeros dos programas, en Chile y en Ecuador, el porcentaje de benefi­
ciarías mujeres fue bastante alto como resultado del uso de dos mecanis­
mos de inclusión diferentes: Chile, a través de la prioridad que el programa 
de titulación de tierras asignó a las mujeres jefas de hogar; y Ecuador, por 
el énfasis que dio el proyecto Pronader a la titulación conjunta de tierra a 
parejas, con independencia de su estado civil. Estos porcentajes tan altos 
de beneficiarías no habrían sido posibles en ninguno de los casos de no 
haber sido por el número relativamente grande de propietarias mujeres 
existentes, una situación que se atribuye sobre todo a prácticas de heren­
cia favorables. Aunque la herencia de la tierra por lo general favorece a 
los hombres, la principal manera en que las mujeres campesinas adquie­
ren tierra es mediante la herencia, lo cual les permite que se les titule de 
modo formal la tierra cuando otros obstáculos, como el sexismo institu­
cional y la oposición de los parientes varones, se logran superar. Las prác­
ticas de herencia relativamente equitativas en términos de género también 
se reflejan en los datos sobre beneficiarios de los programas de titulación 
de tierras en Honduras y México. Sin embargo/los resultados menos fa­
vorables para las mujeres en estos dos países en comparación con Chile o 
Ecuador sugieren la importancia que revisten la adopción de mecanis­
mos explícitos de inclusión de mujeres en los programas de titulación y 
que las disposiciones de titulación conjunta sean obligatorias. 

Aunque se incorporen mecanismos concretos de inclusión en la legis­
lación, no son garantía de que éstos redunden en un aumento de la pro­
piedad de la tierra por las mujeres. Cada paso del proceso es un punto de 
controversia porque implica nada menos que el cuestionamiento del 
patriarcado. Recuérdese que en Colombia se requirió la vigilancia perpe­
tua por la organización nacional de mujeres campesinas, Anmucic, y sus 
aliadas en el Estado y en el movimiento de mujeres urbanas para garantizar 
que los mecanismos de inclusión tendientes a aumentar la propiedad de 
tierras por mujeres se mantuvieran en las revisiones de la ley de reforma 
agraria y, más importante aún, que se implementaran a partir de 1995, pro­
ceso que tomó ocho años. En Nicaragua, los esfuerzos para implementar 



412 GÉNERO, PROPIEDAD Y EMPODERAMIENTO 

la titulación conjunta obligatoria a las parejas fueron inicialmente suplan­
tados por la titulación de tierra a parejas de dos hombres, y se requirieron 
casi cuatro años para asegurar la aplicación de la disposición. Entre las 
medidas adoptadas en algunos países para garantizar el cumplimiento de 
las normas por parte de ios institutos de reforma agraria estuvieron las 
sesiones de capacitación en sensibilidad al género de los funcionarios y, 
en Nicaragua, también de los beneficiarios potenciales de los servicios de 
titulación. En Colombia este proceso también se vio facilitado por la par­
ticipación de la Anmucic en comités de selección de beneficiarios a nivel 
local y regional, y el apoyo que prestó la directora de la entidad a estas 
políticas favorables al cambio en las relaciones de género cuando ejerció 
tal cargo, en 1996-97. 

El caso de Honduras ilustra la importancia que reviste la vigilancia 
constante por parte del movimiento de mujeres y la no linealidad del 
proceso de cambios con perspectiva de género. Allí, una coalición del 
movimiento de mujeres y de congresistas mujeres (respaldada por re­
presentantes de las organizaciones internacionales) había logrado 
reformular la legislación de la reforma agraria en 1991 para revertir prác­
ticas discriminatorias anteriores contra las mujeres que no eran jefas de 
hogar, para favorecer a las viudas en las disposiciones sobre herencia y 
para instituir la adjudicación y titulación conjunta obligatoria de la tierra 
de la reforma agraria. La mayor parte de estas disposiciones se conserva­
ron en la Ley de Modernización Agropecuaria de 1992, excepto una: la 
titulación conjunta obligatoria. En la redacción final de la ley, se agregó la 
infame "colita" que volvía voluntaria la titulación conjunta, una opción 
"si la pareja la solicitaba". Pese a la gran cantidad de mujeres rurales orga­
nizadas en este país, hasta la fecha ha sido imposible deshacer este en­
tuerto. Esto tiene que ver en parte con la inexistencia, hasta hace poco, de 
una oficina nacional de mujeres fuerte en Honduras. Aunque a comien­
zos de los años noventa la organización de mujeres congresistas había 
logrado superar parcialmente esta deficiencia, su iniciativa en la esfera 
legislativa no se pudo sostener. También han contribuido la falta de uni­
dad entre las organizaciones de mujeres campesinas (que reflejaba en 
gran medida la falta de unidad entre las organizaciones campesinas mix­
tas con las que estaban aliadas) y la división que se percibía en los temas 
de género en el contexto general de la lucha contra la contrarreforma 
liberal. La lección en este caso es la importancia que reviste cada uno de 
los elementos del triángulo del empoderamiento y la necesidad de soste­
ner esta alianza a lo largo del tiempo, y, en especial, la necesidad de un 
movimiento autónomo de mujeres rurales, capaz de articular efectiva­
mente los intereses de género estratégicos de la mujer. 
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El caso costarricense también ilustra la no linealidad de la lucha por la 
igualdad de género y cómo dicha lucha está condicionada por el com­
promiso global del Estado con políticas de redistribución. La Ley de Igual­
dad Social para la Mujer, promulgada en 1990, fue seguida por un Plan de 
Igualdad de Oportunidades bastante integral y luego por un Addendum 
para la Mujer Rural, este último por iniciativa de la oficina nacional para 
la mujer que se proyecta con fuerza. El Plan para la Mujer Rural contiene 
la serie de acciones más completa emprendida por un Estado latinoame­
ricano hasta la fecha a favor de las mujeres campesinas, e incluye medi­
das de discriminación positiva para fortalecer la propiedad de la tierra en 
las mujeres. Recuérdese que se instruyó al instituto de reforma agraria, 
IDA, para que aprobara todas las solicitudes de tierra que hicieran muje­
res campesinas elegibles. Esta política fue complementada por una revi­
sión de los criterios de selección de beneficiarias/os, para garantizar que 
un mayor número de mujeres resultaran elegibles para el programa de 
distribución de tierras, y un mayor esfuerzo de publicidad para conscien-
tizar a las mujeres campesinas sobre sus derechos a la tierra. Pero luego se 
eligió un nuevo gobierno que otorgó poca prioridad al logro de una igual­
dad real de la mujer con relación al hombre. Aunque su estructura formal 
permaneció intacta, el personal directivo de la Oficina de la Mujer cam­
bió y se hicieron muy pocos esfuerzos por llevar a la práctica el Plan para 
la Mujer Rural. La falta de acción por parte del IDA ha sido tal que ha 
tenido éxito en su negativa a divulgar datos desagregados por sexo sobre 
sus actividades de distribución y titulación de tierra, pese a que la ley lo 
exige. La falta de voluntad política del Estado -tanto en lo que respecta a 
temas de género como en lo concerniente a la reforma agraria- fue segui­
da por un aparente alejamiento del movimiento de mujeres de cualquier 
compromiso con el Estado, lo cual hizo que no se lo presionara y no se 
tomara prácticamente ninguna acción relacionada con los elementos pro­
gresistas del Plan para la Mujer Rural. 

Estas experiencias plantean el interrogante sobre cómo volver irrever­
sibles las ganancias que favorecen los cambios en las relaciones de géne­
ro. La importancia de la sostenibilidad de las alianzas estratégicas mediante 
las cuales se iniciaron estos cambios es evidente. Uno de los desafíos es 
que el movimiento de mujeres no puede darse el lujo de no negociar con 
el Estado. Independientemente de cuál gobierno detente el poder, tiene 
que hacérsele responsable y pedirle cuentas por los compromisos inter­
nacionales a favor de la igualdad de género que haya asumido el Estado. 
Esto significa que el movimiento de mujeres tendrá que negociar arreglos 
con la oficina para la mujer dentro del Estado, incluso cuando estos car­
gos los ocupan personas ajenas a la visión feminista. Otro reto consiste en 
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mantener un diálogo abierto, horizontal, entre los diferentes sectores del 
movimiento de mujeres: urbano y rural, indígena, blanco y mestizo, de 
las distintas clases sociales, etc. El respeto por la diferencia no es una 
propuesta de un solo instante o coyuntura, sino más bien un proceso 
continuo de negociación entre iguales en la elaboración de estrategias y 
prioridades, o en la construcción de una democracia interna en el movi­
miento. También es claro que se necesita construir una masa crítica3 en la 
sociedad civil como apoyo de las políticas con perspectiva de género y los 
cambios que éstas desencadenarán. Una masa crítica puede incluir la 
ampliación del número de personas que demandan y apoyan el cambio 
progresista con relación al género; también puede referirse a una acumu­
lación de procesos que a su vez vuelven irreversibles los avances. En el 
primer caso es importante cuando un número creciente de hombres se 
une a las voces de las mujeres para apoyar procesos que pasan a ser de­
mandas sociales. En el segundo, son básicas las transformaciones cualita­
tivas que son producto de los resultados concretos de iniciativas sucesivas 
que se van acumulando. Estas incluyen el empoderamiento de las muje­
res rurales y el fortalecimiento de sus organizaciones, que puede resultar 
del proceso de lucha por los derechos a la tierra. Otra transformación 
relacionada, cualitativa, es aquella que resulta del creciente poder de ne­
gociación de la mujer campesina en el hogar y la comunidad, hecho que 
se deriva de su propiedad y control de la tierra. 

Esto nos lleva al tema de las modalidades de propiedad -individual, 
conjunta o colectiva- y a preguntarnos cuál de estas modalidades permi­
te aumentar el poder de negociación y el empoderamiento de las muje­
res, y bajo qué circunstancias. Es una paradoja que en ciertas situaciones 
la individualización de los derechos a la tierra parezca perfectamente 
natural y aceptable, como en el caso de la herencia de la tierra, que por lo 
general se hace a título individual. Además, la noción liberal de los dere­
chos de propiedad privilegia al individuo, acápite expreso en los códigos 
agrarios neoliberales que otorgan derechos de propiedad a personas na­
turales y jurídicas. Sin embargo, cuando se trata de la propiedad indivi­
dual de la tierra por parte de las mujeres, esto cuestiona el supuesto orden 
natural de las cosas: "Si la mujer posee tierra, es para individualizar la 
propiedad; si el hombre posee tierra, se dice que es la tierra de la fami­
lia"4. Dos nociones asociadas subyacen esta correspondencia naturaliza-

3 El concepto de una masa crítica para el cambio favorable al género lo desarrolla Dahlerup (1993) 
en el contexto de la participación política formal de las mujeres. 

4 Entrevista con María Elena Reynoso, Agrupación Mujeres Tierra Viva, 7 de enero de 1998, 
Ciudad de Guatemala. 
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da entre la propiedad masculina y el control de la tierra familiar: la ideo­
logía del familismo y la lógica patriarcal de la reproducción de los hoga­
res campesinos. 

La ideología del familismo se basa en la noción de un jefe de hogar 
varón, benigno, cuyas acciones están motivadas por el altruismo, y no 
por el interés propio, por la búsqueda de conservación del poder. Esta 
ideología ha impregnado la visión de los economistas neoclásicos y las 
teóricas políticas sobre el hogar y la familia y se ha traducido en políticas 
públicas que presumen que al beneficiar a los jefes de hogar varones, 
todos los miembros de la familia también se benefician. Una de las princi­
pales contribuciones del análisis feminista en los últimos decenios ha sido 
el cuestionamiento de estos supuestos, demostrando que los hogares se 
caracterizan más por la jerarquía y la desigualdad y que beneficiar a los 
jefes de hogar varones no necesariamente favorece a las mujeres y los 
niños. La lógica de la reproducción de los hogares campesinos sigue un 
razonamiento semejante al del familismo, pero se basa en la necesidad 
percibida de mantener el patrimonio familiar representado en la tierra de 
generación en generación a través de la patrilinealidad (y por lo general 
la patrilocalidad o virilocalidad) a fin de garantizar la continuidad tanto 
de la familia como unidad básica de producción, como de la comunidad. 
Detrás de las luchas comunitarias en torno al mantenimiento de la pro­
piedad colectiva hay una lógica similar, pero que hace énfasis en la defen­
sa de la comunidad, por lo cual considera que la patrilinealidad es el 
mejor mecanismo para garantizarla. Por lo tanto, lo que hace tan radical 
la demanda de reconocimiento de los derechos de la mujer a la tierra es 
que impugna el patriarcado en dos niveles: i) su base material: propiedad 
de los bienes; y ii) su orden ideológico o de representación: que la subordi­
nación de la mujer es natural y sirve a principios más elevados, como la 
unidad y la cohesión de la familia, la continuación de la finca familiar cam­
pesina y/o la reproducción de las comunidades campesinas e indígenas. 

Como la demanda de reconocimiento de los derechos de la mujer a la 
tierra es tan radical, ha sido mucho más fácil presionar para conseguir 
la adjudicación y titulación de tierra a parejas, que presionar en favor de 
la individualización de los derechos de la mujer a la tierra (sobre todo de la 
mujer casada), o la obtención de una parcela propia. El argumento a fa­
vor de la titulación conjunta de la tierra a parejas tiene más éxito como 
defensa de la familia campesina; es decir, que la titulación conjunta fo­
menta la estabilidad y la seguridad de las mujeres y los niños al reducir la 
probabilidad de que sean abandonadas por el esposo o compañero. Esto 
lo hace la mujer al mejorar su posición de resguardo, que eleva para los 
hombres los costos de una potencial separación, y al fortalecer la capaci­
dad de negociación de las mujeres en el hogar. Y aunque reduce las op-
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ciones de los hombres, se justifica en el discurso de política pública con 
base en el bienestar de los niños. 

Una línea de raciocinio similar, el bienestar de los niños, ha apoyado 
el reconocimiento y la prioridad otorgada a los derechos a la tierra de las 
j e r a s u c i l u t a r , c a s j c i a o u.c n u t a i i u i a i c j Va u u ^ u c u c u c u u a i u c i a i D c u n a 

desviación; aunque la incidencia de los hogares con jefatura femenina se 
asocia sobre todo con las guerras civiles, su vínculo con la semiproletari-
zación y migración masculinas (y los factores que las causan, la escasez 
de tierra y la pobreza rural) por lo general se reconocen. Por consiguien­
te, los derechos de las jefas de hogar mujeres se aceptan como parte de 
una estrategia contra la pobreza, que aborda el bienestar a corto plazo de 
las mujeres y los niños y quizás contribuye a la estabilidad familiar en el 
largo plazo. Lo novedoso en el reconocimiento de los derechos a la tierra 
de las jefas de hogar es que requiere implícitamente el reconocimiento de 
las mujeres como agricultoras. Por consiguiente, ayuda a reducir su 
invisibilidad en la agricultura e impugna el estereotipo de género en la 
ocupación como agricultor. Así pues, la demanda de prioridad a las jefas 
de hogar en los programas de distribución de tierras contiene varios ele­
mentos estratégicos: por una parte, impugna los roles de género tradicio­
nales; y por otra, abre el camino para una discusión sobre los derechos 
individuales a la tierra de todas las mujeres. 

Existen pocas dudas de que los derechos independientes a la tierra 
para todas las mujeres deben ser la meta de las feministas. Los derechos 
independientes a la tierra amplían las opciones de las mujeres en cuanto 
a decidir si formar una unión y con quién, y les da a las mujeres una 
posición de resguardo muy fuerte y un grado de seguridad dentro de la 
unión. Aunque es preciso emprender más investigaciones sobre estos te­
mas en América Latina, los derechos independientes a la tierra deberán 
darles a las mujeres el más fuerte poder de negociación dentro dei hogar, 
y probablemente sean una precondición para que las mujeres casadas 
ejerzan un control efectivo sobre la tierra. Además, la propiedad de la 
tierra por las mujeres es crucial, sean agricultoras o no, por la seguridad 
que confiere el poseer un bien, así como la relación específica entre pro­
piedad de la tierra, poder y empoderamiento de la mujer. 

Un tema crucial y apremiante en países con poblaciones indígenas nu­
merosas y formas comunales de propiedad de la tierra es el derecho de las 
mujeres a estar representadas en las estructuras de gobierno comunal. Los 
usos y costumbres tradicionales discriminan contra la mujer al restringir a 
una sola persona por familia -el jefe del hogar- la participación en las co­
lectividades indígenas y, por este medio, en la toma de decisiones relativas 
a los derechos efectivos a la tierra. En la práctica, esto ha servido para ex­
cluir a las mujeres casadas de las decisiones crucialmente importantes que 
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rigen el futuro de sus comunidades. La contrarreforma en México ha teni­
do la consecuencia nociva de facilitar la conversión del patrimonio familiar 
en propiedad privada individual masculina. Esta experiencia demuestra 
de modo dramático la necesidad de que todos los adultos sean miembros 
con derecho a voto de las comunidades campesinas e indígenas, si se pre­
tende que los procesos en su interior sean democráticos. También ilustra 
que los derechos a la tierra se tienen que otorgar a título individual (a todos 
los miembros adultos de la familia y la comunidad), tanto para impedir el 
despojo de las mujeres en términos de tierra como para garantizar la base 
de su empoderamiento y el ejercicio de la ciudadanía. 

Finalmente, es preciso referirse a la propiedad de la tierra por las mu­
jeres como socias de las cooperativas de producción. A comienzos de los 
años ochenta se pensó que las cooperativas de producción mixtas serían 
una manera ideal de establecer los derechos de la mujer a la tierra, pues 
se creía que ofrecían varias ventajas en comparación con la agricultura 
individual o como miembros de una finca familiar (Deere 1983; 1986). 
Uno de los beneficios que reportan las cooperativas de producción es la 
mayor cantidad de tierra y trabajo, que favorecen la mecanización, la 
especialización de la fuerza laboral y una serie diversificada de activida­
des productivas. Se pensó que las mayores posibilidades de capacitación 
y especialización del trabajo podrían ayudar a eliminar los roles de géne­
ro tradicionales. Otro de los beneficios que supuestamente debían ofre­
cer las cooperativas de producción era el reconocimiento de los derechos 
individuales de la mujer a la tierra y a participar en la organización. Es 
decir, cuando se incorporaban a las cooperativas, así fuere como inte­
grantes de grupos familiares, la participación se reconocía a título indivi­
dual y sus ingresos se vinculaban a su esfuerzo laboral individual, lo cual 
les daba a las mujeres rurales la base de la autonomía económica. El cum­
plimiento de estas posibilidades potenciales ha variado ampliamente en 
América Latina, dependiendo del éxito heterogéneo del movimiento co­
operativo en diferentes países. Sin embargo, lo aprendido ilustra sobre la 
dificultad que entraña la incorporación de las mujeres a las cooperativas 
en condiciones de igualdad con los hombres, el cambio de la división 
tradicional del trabajo por género y la valoración del trabajo de la mujer 
en los mismos términos que el de los hombres (Ciera 1984). En parte 
como resultado de estos factores, las mujeres tenían muy poco poder 
de negociación en las cooperativas, pues los miembros varones las perci­
bían como trabajadoras y socias de segunda categoría. Así pues, cuando 
las cooperativas de producción se desmantelaron como resultado de las 
contrarreformas, las mujeres quedaron en una posición de desventaja; se 
pisotean sus derechos a la tierra cuando se les asigna menos tierra y par­
celas de calidad inferior a las de los miembros varones. Esta es, probable-
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mente, la principal consecuencia negativa para las mujeres (además del 
despojo de los derechos de las mujeres casadas a la tierra en los ejidos 
mexicanos) de la contrarreforma neoliberal en América Latina. Este re­
sultado se relaciona en parte con la falta de apoyo que recibieron las socias 
de las cooperativas por parte de los sindicatos rurales y las organizacio­
nes campesinas mixtas que pretendían representarlas, y con la falta de 
atención que éstos han prestado hasta hace poco a los temas de género. 

Otra manera en que las mujeres pueden acceder a la propiedad y el 
control de la tierra es como parte de colectivos o cooperativas de produc­
ción de mujeres exclusivamente, que ha sido una demanda de las organi­
zaciones de mujeres campesinas en Colombia, Honduras y Costa Rica y, 
en el pasado, en Nicaragua. Esta modalidad de organización de la pro­
ducción ofrece potencialmente a las mujeres muchos de los beneficios de 
la producción cooperativa, sin las restricciones arriba señaladas. Podría 
ser una forma prometedora de capacitación de las mujeres en determina­
das situaciones, por ejemplo cuando ellas mismas no se consideran agri­
cultoras ni se creen capaces de asumir la producción en una parcela 
independiente. El problema es que estas iniciativas en las que sólo parti­
cipan mujeres muchas veces han redundado en proyectos de generación 
de ingresos apenas marginales, como las UAIM de México; rara vez han 
recibido el tipo de asistencia sostenida de las entidades gubernamentales 
o las ONG que se requiere para tener éxito a largo plazo. La falta de evi­
dencia abundante de éxito de los colectivos de las mujeres se debe, qui­
zás, a que éstos aún no han formado parte de una estrategia integrada de 
las organizaciones de mujeres campesinas para empoderar a la mujer en 
todas sus dimensiones. Es una estrategia que amerita mayor atención y 
sobre la cual es preciso reflexionar más. 

Pasando al tema más genérico de los derechos de propiedad de las 
mujeres, en la mayor parte de los países el movimiento de mujeres no ha 
prestado suficiente atención a las implicaciones que los diferentes regí­
menes matrimoniales tienen para las mujeres. Sin embargo, pueden te­
ner enormes consecuencias para las mujeres en pareja en caso de que 
enviuden, se separen o se divorcien. No existe una respuesta clara sobre 
cuál régimen matrimonial es el que más favorece a las mujeres, pues eso 
depende tanto de la posición de clase de la mujer como de sus ingresos y 
bienes relativos en comparación con los de su cónyuge. La única política 
general que defenderíamos es que los países ofrezcan una amplia gama 
de opciones (comunidad absoluta, participación en los gananciales y se­
paración de bienes) entre las cuales las parejas puedan escoger. Además, 
una de las principales prioridades del movimiento de mujeres y de las 
oficinas nacionales de la mujer deben ser los proyectos tendientes a me­
jorar los conocimientos jurídicos de las mujeres, de manera que conoz-
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can las opciones que tienen y las implicaciones que podrían tener sus 
decisiones5. Aunque es importante que exista una gama de opciones para 
el régimen matrimonial, el caso más corriente en la mayor parte de los 
países es que la opción preestablecida a menos que se indique otra cosa 
suele regir, puesto que las parejas casi nunca saben que existen otras op­
ciones. La opción que rige si no se determina algo distinto es, por consi­
guiente, lo que afecta a la mayor parte de las mujeres, sobre todo las 
rurales. En las condiciones existentes de desigualdad por género en la 
propiedad de bienes y las posibilidades de generación de ingresos duran­
te la vida tanto de hombres como de mujeres, la opción preestablecida 
más favorable para la mayor parte de las mujeres pobres es la comunidad 
absoluta; la menos favorable es el régimen de separación de bienes. En 
países en donde este último es el régimen preestablecido a menos que se 
indique explícitamente algo distinto (Costa Rica, Honduras y Nicaragua), 
es importante que el movimiento de mujeres cuestione por qué ése es el 
régimen establecido y que examine con sumo cuidado las consecuencias 
que se derivan en lo que respecta a la posición económica de las esposas 
y compañeras de uniones de hecho. 

La reforma de las normas de sucesión de modo que fortalezcan los 
derechos de las viudas es una de las tareas más importantes que debe 
acometer el movimiento de mujeres, sobre todo en los países con libertad 
testamentaria (Costa Rica, El Salvador, Guatemala y México), los países 
en donde las mujeres que viven en uniones de hecho no tienen derechos 
de herencia (Perú y Chile) y/o los países en donde la viuda sólo hereda 
parte del patrimonio de su marido si tiene necesidades económicas. Aun­
que casi todos los países estipulan una porción conyugal, el objetivo de 
esta disposición es proteger a las viudas de la miseria, sobre todo en los 
casos en que los patrimonios individuales de ambos cónyuges son muy 
desiguales. Esta disposición no se diseñó con miras a otorgarles autono­
mía económica a las viudas. De acuerdo con la legislación actual sobre 
herencias, es improbable que las viudas puedan conservar una porción 
que les permita controlar la finca o la empresa familiar, o en algunos casos 
incluso la vivienda. El que puedan hacerlo o no depende en gran parte 
de la voluntad de los jueces, los esposos y las hijas/os, lo cual hace muy 
vulnerables a las mujeres. 

Con sistemas de seguridad social débiles (sobre todo en lo que con­
cierne a la cobertura de la población rural), su privatización en muchos 

Las ONG de El Salvador, Honduras y Nicaragua han emprendido campañas tendientes a 
informar a las mujeres sobre las opciones que ofrece el régimen matrimonial; para un ejemplo 
de algunos de los materiales que han producido, véase Cemujer-Instituto de Estudios de la 
Mujer (1994a, b y c); CDM (s.f.), y Centro de Derechos Constitucionales (1996a y b). 
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países bajo el neoliberalismo, el debilitamiento de las relaciones de paren­
tesco y de las redes comunitarias y la brecha de género en la esperanza de 
vida, es probable que aumente el porcentaje de mujeres mayores como 
parte de la población más vulnerable desde el punto de vista económico. 
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está estrechamente relacionado con el control de los primeros sobre la 
propiedad. Fortalecer los derechos de herencia de las viudas -por ejem­
plo si se les coloca en el primer orden de sucesión (junto con las hijas/os) 
en caso de que el esposo muera intestado- podría ser uno de los medios 
más efectivos para mejorar la red de seguridad de esta población vulne­
rable, tanto al aumentar directamente los recursos que poseen como al 
acentuar las probabilidades de recibir ayuda de las hijas/os. El fortaleci­
miento de los derechos de herencia de las viudas -hasta el punto de que 
se genere una redistribución de la propiedad de los hombres a las muje­
res- podría tener otros beneficios en relación con el cambio en las rela­
ciones y roles de género. Si bien la transferencia de la propiedad a las 
viudas a través de la herencia puede ser sólo temporal o de corta duración, 
fortalecer la capacidad de las mujeres de controlar la finca o la empresa 
familiar en caso de enviudar incrementa su autonomía económica y sumi­
nistra un modelo de rol para otras mujeres. Además, existe evidencia de 
que es más probable que las mujeres, en comparación con los hombres, 
leguen su patrimonio a las hijas, o que incluyan a todas las hijas/os como 
herederos. Por consiguiente, es muy probable que el fortalecimiento de 
los derechos de herencia de las viudas apoye una tendencia a más largo 
plazo a favor de la equidad de género en la herencia de la propiedad. 

La otra gran ventaja que ofrece la concentración en los derechos de 
herencia de las viudas es que es un tema que interesa tanto a las mujeres 
urbanas como a las rurales, y que podría potencialmente unir ambas ver­
tientes. En combinación con la titulación conjunta de la tierra y la vivien­
da a las parejas, sin distinción de su estado civil, el fortalecimiento de los 
derechos de herencia de las viudas es uno de los temas que podría bene­
ficiar a un gran número de mujeres, en términos de aumentar su propie­
dad de bienes y su poder de negociación. Esta coincidencia de intereses 
es absolutamente necesaria, pues como demuestra el largo siglo de lu­
chas para fortalecer los derechos civiles y de propiedad de las mujeres, la 
reforma de los códigos civiles no es una tarea fácil6. 

Además, las feministas han seguido ampliando la definición de ciudadanía, por lo cual, para 
poder avanzar, se requiere la voz unificada del movimiento. Sobre la visión feminista contem­
poránea de la ciudadanía en América Latina y sus exigencias, véanse, por ejemplo, Aguilar et al. 
(1997) y Vargas (1998). 
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Otra medida que concierne específicamente a las mujeres rurales es el 
fortalecimiento de sus derechos de herencia en los nuevos códigos agra­
rios. Recuérdese que las reglas de herencia en las leyes de reforma agraria 
muchas veces eran más favorables para las viudas y las mujeres que vi­
vían en uniones de hecho que las disposiciones de los códigos civiles. A 
excepción de Honduras ya ése no es el caso, pues la legislación agraria 
neoliberal por lo general se remite a los códigos civiles en esta materia. En 
Honduras las viudas tienen derecho preferencial a cualquier tierra distri­
buida por el Estado, incluida la titulación de tierras públicas y, presumible­
mente, otras tierras distribuidas en el pasado como parte de la reforma 
agraria. Una medida retroactiva en este sentido sería muy benéfica en los 
países con programas estatales de distribución de tierras recientes (como 
Colombia, Nicaragua y El Salvador); sin embargo, es importante para 
todos los países comprometidos con la titulación de tierras públicas o en 
donde el Estado está ayudando a los bancos agrarios con fondos públi­
cos. La preferencia de las viudas en la herencia de tierras adjudicadas por 
el Estado sería especialmente importante en países (por ejemplo Colom­
bia y Bolivia) en donde la legislación prohibe la subdivisión de las unida­
des de producción familiares. 

Otro de los retos que afronta el movimiento de mujeres es cómo lo­
grar una cultura de igualdad en la herencia de las hijas/os. La tradición 
jurídica latinoamericana de herencias iguales entre todas las hijas/os no 
ha redundado en una igualdad entre hombres y mujeres con respecto a 
la propiedad de la tierra, aunque ha contribuido a que la herencia sea el 
medio principal por el que las mujeres adquieren tierra. El hecho de que 
existan más probabilidades de que los hijos varones hereden tierra que 
las hijas, y de que, cuando hereden hijas e hijos los primeros obtengan 
parcelas más grandes y tierras de mejor calidad, refleja la manera en que 
los roles de género condicionan la herencia. Como se espera que los hijos 
varones se conviertan en agricultores y las hijas en amas de casa, la tierra 
se ha concentrado en la línea masculina, en tanto que la herencia de las 
mujeres a veces se concentra en otros bienes económicos, como por ejem­
plo animales. Sin embargo, estas formas de herencia diferenciadas por 
género casi nunca han resultado en porciones de herencia de igual valor, 
y la acumulación de capital tiende a favorecer a los hijos varones. 

Existe considerable evidencia que sugiere que cuando la agricultura 
ya no es la fuente primaria de ingresos en las economías campesinas la 
herencia de tierra entre las hijas/os tiende a ser más equitativa, y otros 
factores además del género, por ejemplo quién se queda en la casa para 
cuidar de los padres ancianos o quién contribuye con remesas más gran­
des, influyen en la división del patrimonio familiar. Por consiguiente, un 
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desafío sustantivo es cómo promover la equidad de género cuando la 
agricultura sigue siendo una fuente importante de sustento. Entre las 
medidas que podrían servir para crear una cultura de igualdad están aque­
llas que promueven la valorización del trabajo de las mujeres en la agri­
cultura y el reconocimiento de la mujer como ciudadana, con el derecho 
de practicar la agricultura como vocación y exigir igualdad en la heren­
cia. Un punto de partida en esta dirección son las campañas para la do­
cumentación de las mujeres campesinas, como la que se está realizando 
en Brasil. Es evidente que se requieren organizaciones sólidas de mujeres 
rurales tanto para respaldar los cambios en los roles de género como para 
obtener una ciudadanía efectiva para las mujeres rurales. 

Pasando a otras posibilidades que permitirían fortalecer la propiedad 
de la tierra para la mujer, hemos distinguido entre dos caminos con res­
pecto al papel que desempeña el Estado en la distribución de tierras du­
rante el período neoliberal: los países en donde los proyectos de reforma 
agraria ya finalizaron (Chile, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, 
Nicaragua y Perú) o están prácticamente estancados (Costa Rica), y los 
países en donde en los años noventa todavía existía un papel estatal en la 
redistribución de tierras: Colombia, Bolivia, Brasil y Guatemala. Es en 
este último grupo en donde el Estado todavía puede expropiar tierras 
para fines de justicia social aunque, finalizando el siglo XX, el único país 
en donde todavía se estaban expropiando los terrenos no utilizados era 
Brasil, debido a la presión ejercida por el movimiento de los sin tierra y 
los sindicatos rurales. En Bolivia, la promesa de la Ley INRA de 1996 aún 
no se ha cumplido, pues el gobierno de Hugo Bánzer (elegido en 1997) no 
la ha implementado. Si se tiene en cuenta la ley colombiana de reforma 
agraria de 1994, los proyectos del Estado cambiaron de rumbo en 1996 de 
un énfasis en las compras estatales de tierra a transacciones asistidas por 
el mercado, pero en 1998 incluso este último programa prácticamente se 
suspendió debido a la falta de voluntad política, la situación de violencia 
cada vez mayor, la ingobernabilidad y la ausencia de un consenso en tor­
no a la forma, el alcance y la implementación de las medidas de la refor­
ma agraria. Guatemala sí parece estar avanzando con planes de 
redistribución de tierra, gracias al impulso de los acuerdos de paz, a tra­
vés de un nuevo banco de tierras. En Brasil, el gobierno de Cardoso pro­
clamó su intención de transformar el programa experimental de un banco 
de tierras realizando en el noreste un nuevo modelo para los proyectos 
de reforma agraria, lo cual hace pensar que el papel del Estado en la 
expropiación y distribución de tierras pronto se va a debilitar. ¿Qué tan 
probable es que estos programas de bancos de tierras fortalezcan el acce­
so de la mujer a la tierra? 
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El mercado de tierras no es neutro con respecto al género, situación 
que ilustra el hecho de que la adquisición de tierras en América Latina ha 
variado considerablemente según el género. Mientras la compra en el 
mercado es el principal medio por el que los hombres adquieren tierra, 
entre las mujeres la herencia es un mecanismo mucho más importante. 
Las mujeres están en desventaja como compradoras en el mercado de 
tierras por varias razones. La capacidad de participar en este mercado 
está en función de los ahorros y/o el acceso al crédito, que a su vez depen­
de de las diversas actividades de generación de ingresos que tienen hom­
bres y mujeres, así como de sus respectivos niveles de remuneración. La 
tasa inferior de participación femenina en el mercado de tierras refleja las 
menores oportunidades de generación de ingresos para las mujeres, que 
limitan tanto su capacidad de ahorro como su capacidad crediticia. Ade­
más, si los factores económicos permanecen constantes, las mujeres y los 
hombres no compiten en condiciones de igualdad en las negociaciones 
en este mercado; como resultado de los roles de género, es difícil que las 
mujeres negocien en pie de igualdad con los hombres, como sugiere la 
evidencia de los estudios de caso, pues las mujeres pagan precios más 
altos por la tierra. Sin embargo, en términos generales no ha habido in­
vestigación suficiente sobre mercados de tierra desde una perspectiva de 
género, por lo cual es preciso prestar atención a este tópico. Con el inte­
rés creciente en el funcionamiento de los mercados de tierra, será impor­
tante para los estudios futuros tener en cuenta no sólo quién posee cada 
parcela, sino cómo fue adquirida, a quién y en qué términos. 

¿Qué se requeriría para aumentar la participación de la mujer en el 
mercado de tierras? En el pasado, los programas de crédito subsidiado 
para adquisición de tierra se caracterizaron por su intención de benefi­
ciar a los hogares pobres, pero también por su preferencia por los jefes de 
hogar varones como beneficiarios. El programa principal del que se han 
beneficiado las mujeres ha sido la reforma agraria asistida por el mercado 
en Colombia, en donde la participación en el programa de créditos 
subsidiados fue condicionada a la adjudicación y titulación obligatoria a 
parejas y donde también se otorgó prioridad a las jefas de hogar mujeres. 
Estas experiencias hacen pensar que, si se quiere que los mercados pro­
duzcan resultados más equitativos con relación al género, el Estado debe­
rá seguir desempeñando un papel de crucial importancia. 

La nueva legislación guatemalteca que creó un banco de tierras pare­
ce excelente desde una perspectiva de género, pues designa explícita­
mente a los hombres y mujeres campesinos como beneficiarios potenciales. 
Además, la legislación tiene mecanismos específicos de inclusión, pues 
estipula la adjudicación y titulación conjunta obligatoria de la tierra, y la 
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asignación de prioridad a las jefas de hogar mujeres en el programa. El 
programa proyectado de banco de tierras en Brasil es mucho más proble­
mático desde una perspectiva de género. Si bien tanto las mujeres como 
las parejas pueden ser beneficiarías potenciales de los proyectos de refor­
ma agraria, no se han adoptado mecanismos específicos de inclusión para 
garantizar que esto sea así; por consiguiente, es improbable que un pro­
grama de banco de tierras ampliado fortalezca la propiedad de la tierra 
por parte de las mujeres en estas condiciones. El movimiento nacional de 
mujeres rurales tendría que desplegar un gran esfuerzo para convertir 
los derechos de la mujer a la tierra en prioridad estatal, lo cual a su vez 
depende de que dichos derechos se conviertan en una de las prioridades 
de la Articulacáo Nacional de Mulheres Trabalhadoras Rurais. Es poco 
probable que esto suceda mientras el futuro de la reforma agraria y la 
propuesta misma de un banco de tierras ampliado sigan siendo temas tan 
controvertidos. 

Los bancos de tierras son una alternativa no satisfactoria a la reforma 
agraria por varias razones. En primer lugar, al proveer un medio alterna­
tivo para que algunos hogares campesinos adquieran tierra, pretenden 
eximir al Estado de cualquier responsabilidad en cuanto a garantizar que 
la distribución de la tierra cumpla fines de justicia social. En segundo 
lugar, potencialmente recompensan a los terratenientes, a quienes de lo 
contrario se les podría haber expropiado sus tierras (por tener predios 
superiores a un tamaño determinado y/o tierras improductivas) con el 
pago a precios del mercado, y muchas veces en efectivo. Por consiguien­
te, son injustos en términos de clase y una propuesta costosa para el Esta­
do. En tercer lugar, para que cantidades significativas de personas sin 
tierra se beneficien, debe haber suficiente tierra ofrecida a la venta a pre­
cios razonables. Mientras la tierra siga siendo una fuente de poder y pres­
tigio, así como una protección contra la inflación, es dudoso que los 
terratenientes ofrezcan de modo voluntario sus tierras a la venta. Es pre­
ciso instaurar incentivos poderosos -como un sistema progresista para 
gravar la tierra-, en un contexto general de macroestabilidad, para poder 
esperar razonablemente que los terratenientes participen en un mercado 
de tierras competitivo. En cuarto lugar, el que un volumen significativo 
de personas se beneficie también depende de la disponibilidad de crédito 
a largo plazo en términos razonables. En vista de las condiciones adver­
sas de la agricultura no destinada a la exportación en la mayor parte de 
los países, es dudosa la viabilidad de un programa con hipoteca de tierras 
a tasas de interés cercanas a las comerciales. Por consiguiente, el impacto 
potencial de un programa de banco de tierras en la satisfacción de la 
demanda de tierra depende en último término de la voluntad política: la 
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voluntad política para gravar la tierra de modo que se ofrezca a la venta 
en cantidades adecuadas y genere ingresos suficientes para que el Estado 
pueda subsidiar de manera apropiada los términos bajo los cuales los 
beneficiarios adquieran tierra. Si, además, se quiere que la meta de un 
programa de banco de tierras sea reducir la pobreza rural, entonces los 
recursos complementarios (infraestructura social y productiva, crédito 
para capital de trabajo, asistencia técnica, etc.) tienen que estar disponi­
bles para los beneficiarios potenciales, tanto hombres como mujeres. 

A fines de los años noventa, la principal iniciativa estatal en el sector 
agrícola en la mayor parte de los países latinoamericanos eran los progra­
mas de titulación de tierras. Hicimos énfasis en la falta de claridad con­
ceptual con respecto a los derechos de propiedad con que se diseñaron 
estos programas. Pocos comenzaron con alguna noción sobre la serie de 
derechos de propiedad que comprende potencialmente un hogar: la tie­
rra podría pertenecer al esposo, la esposa, y/o ser propiedad adquirida en 
conjunto. Poco se reflexionó sobre la necesidad de hacer que los procedi­
mientos de titulación de tierras fueran consistentes con los regímenes 
matrimoniales de los códigos civiles, y mucho menos con las nuevas dis­
posiciones que establecen la doble jefatura del hogar. La falta de atención 
prestada a los derechos a la tierra de las mujeres casadas o que viven en 
uniones de hecho ha sido una fuente importante de inequidad de géne­
ro, sobre todo en los programas de México, Honduras e inicialmente Perú, 
en donde el hecho de otorgar derechos a la tierra a sólo una persona por 
familia, el jefe del hogar, puede haber servido para despojar a las mujeres 
casadas de sus derechos potenciales de propiedad sobre el patrimonio 
común de la unión. Un problema adicional en Perú y Honduras ha sido 
la dificultad que entraña el reconocimiento legal de las parejas que viven 
en uniones de hecho, y por ende de sus derechos de propiedad. 

Sin embargo, los programas de titulación de tierras hasta la fecha han 
sido más equitativos con respecto al género que los anteriores programas 
de intervención estatal. La comparación de resultados entre países con 
mecanismos específicos de inclusión de las mujeres y aquellos que pre­
tenden ser neutros con respecto al género demuestra que la legislación 
igualitaria no necesariamente marca una diferencia; sólo sirve que esas 
disposiciones sean obligatorias. El hecho de que el porcentaje de mujeres 
beneficiarías en todos los países sea mayor que el de mujeres que se bene­
ficiaron directamente de las reformas agrarias en el pasado también refle­
ja el hecho de que la proporción de mujeres dueñas de la tierra no es 
despreciable y que la herencia es la forma principal en que las mujeres 
rurales adquieren tierra. 

Aunque en Chile y México los programas de titulación de tierras es­
tán llegando a su fin, en otros países todavía queda un largo trecho por 
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recorrer para satisfacer la demanda de títulos de tierra. Sin embargo, no 
puede perderse tiempo para la adopción e implementación de medidas 
de inclusión tendientes a la equidad de género, pues una vez se titula la 
tierra, ya es más difícil impugnar los derechos de propiedad. Las tareas 
que afronta el movimiento de mujeres difieren según los países. En Boli­
via, El Salvador y Brasil la tarea principal es desarrollar mecanismos de 
inclusión de mujeres de obligatorio cumplimiento. En Honduras y Perú 
ha habido mecanismos de inclusión parciales e incompletos, y la tarea 
principal consiste en garantizar títulos de copropiedad para las parejas 
que viven en uniones de hecho. También en Perú, si las comunidades de 
la sierra deciden por votación parcelar sus tierras comunales -una op­
ción que se les abrió desde 1995-, se requerirá un gran esfuerzo de 
conscientización para garantizar que, en la medida en que la tierra se 
"individualice", las mujeres no sean excluidas del derecho a la propie­
dad, como sucedió en México. En Nicaragua, Colombia, Ecuador, Guate­
mala y Costa Rica se requerirá una vigilancia continua para asegurar la 
implementación de las normas favorables al cambio en las relaciones de 
género. En todos los países, se necesitará la participación activa de las 
organizaciones de mujeres rurales para asegurar que las mujeres campe­
sinas conozcan sus derechos a la tierra y se les apoye para que puedan 
disfrutarlos. Además, el movimiento de mujeres rurales y las oficinas na­
cionales de mujeres tendrán que velar continuamente para que no se 
discrimine contra las agricultoras en el acceso a crédito, capacitación, 
tecnología y asistencia técnica, a fin de impedir que se conviertan en un 
alto porcentaje de quienes venden parcelas en el mercado de tierras. 

Una de las principales inquietudes planteadas en este libro es cómo 
eliminar o reducir la brecha entre la igualdad formal y real de género 
mediante la redistribución de la propiedad de bienes. La gama de inter­
venciones de política pública en la que nos hemos concentrado -la titula­
ción conjunta de tierra a parejas, el uso de medidas de acción afirmativa 
para favorecer a grupos específicos de mujeres, como las jefas de hogar, 
el fortalecimiento de los derechos de sucesión de las esposas y el estable­
cimiento de derechos efectivos a la tierra para las mujeres de comunida­
des campesinas e indígenas- deben contribuir a la redistribución de la 
propiedad de la tierra a favor de la equidad de género. Casi todas estas 
políticas tienen la ventaja de combinar la redistribución con temas de 
reconocimiento, sobre todo en la promoción de las mujeres como ciuda­
danas plenas e iguales. Promover los derechos de la mujer a la tierra den­
tro de las comunidades rurales e indígenas también exige que se aborden 
directamente los temas de representación por género en los órganos de 
gobierno comunitario, y cuestiona la distribución del poder dentro de 
estas comunidades y en el seno del hogar. Sin embargo, aunque revisten 
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una importancia crucial, estas intervenciones pueden tener un alcance 
más bien limitado en términos de la cantidad real de tierra para redistribuir. 
Lo que más podría servir potencialmente para fortalecer la propiedad de 
bienes por parte de la mujer rural (en especial para las que no poseen 
tierra) sería una política de redistribución fundamental de la tierra, es 
decir, que no sólo se basara en el género sino que incluyera la redistribución 
de tierra entre las clases sociales. 

Al finalizar el siglo XX, la tierra en América Latina seguía tan concen­
trada como siempre. El principal cambio producido en la última mitad 
del siglo pasado fue que el tamaño de la frontera agrícola se redujo bas­
tante, lo que llevó a la expansión de la tierra potencialmente cultivable 
pero no produjo ningún cambio en términos de distribución. Una carac­
terística notable en muchos países sigue siendo la gran cantidad de tierra 
improductiva. Además, persisten los problemas de la falta de tierra, el 
subempleo y el desempleo asociados con la pobreza rural. La concentra­
ción de la pobreza ha cambiado con la migración rural-urbana, pues aho­
ra la pobreza se concentra en los centros urbanos, pero las zonas rurales 
siguen siendo unas de las más pobres (Cepal 1999: 32). Otra característica 
importante es que la agricultura ya no es la principal fuente de riqueza en 
la mayor parte de los países, lo que se evidencia por la caída drástica en el 
porcentaje que representa la agricultura como parte del PIB. Se tendería a 
pensar que en estas condiciones sería mucho más fácil redistribuir la tie­
rra. Sin embargo, en la mayor parte de América Latina las exportaciones 
agrícolas siguen siendo cruciales (véase Anexo: Cuadro 6) y, de hecho, 
son el punto focal del modelo neoliberal, lo cual explica por qué la volun­
tad política para emprender una redistribución fundamental de la tierra 
sigue brillando por su ausencia. 

No obstante, parecería obvio que la política que más podría contri­
buir a aliviar la pobreza rural sería la redistribución de las tierras ociosas 
a los hombres y mujeres dispuestos a trabajarla. Aunque la reforma agra­
ria ya no responde a la misma lógica económica que tuvo durante el pe­
ríodo de industrialización mediante la sustitución de importaciones 
(cuando la distribución de la tierra se consideraba indispensable para 
ampliar el mercado interno e incrementar la producción interna de ali­
mentos para mantener los salarios reales a un nivel bajo que favoreciera 
el proyecto de industrialización), la lógica social sigue siendo igual de 
apremiante. Como las áreas urbanas no pueden absorber el excedente de 
oferta de trabajo rural (además de los altos índices de criminalidad y la 
calidad de vida cada vez más deteriorada en las ciudades), una solución 
rural al problema de la persistencia de las altas tasas de pobreza y de­
sigualdad es cada vez más importante, si no indispensable, para muchos 
países. El interrogante que se plantea es cómo crear la voluntad política 
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necesaria para redistribuir la tierra en estas nuevas circunstancias y hacer 
cambios en la sociedad que impliquen una reforma rural7. Otro interro­
gante es qué tipo de reforma agraria se requiere y qué se puede aprender 
de las fallas de los proyectos anteriores. 

Sólo tenemos una certeza: el movimiento de mujeres tiene que for­
mar parte de cualquier solución que se dé a la cuestión agraria. Sin la 
movilización de las mujeres para apoyar la redistribución de la tierra, es 
improbable que ésta se produzca. El nuevo factor en la ecuación política 
de la mayor parte de los países es la creciente organización de las mujeres 
rurales y de sus organizaciones y redes nacionales. Las mujeres rurales 
también son quienes más se pueden beneficiar con la nueva ola de refor­
ma agraria, que deberá realizarse bajo nuevos términos, y diseñarse de 
modo que promueva la igualdad de género. Su participación activa sería 
lo que inclinaría la balanza en favor de la redistribución de la tierra y el 
logro de la justicia social en el nuevo milenio. Además, la justicia social 
con redistribución y reconocimiento es necesaria para ampliar la ciuda­
danía de las mujeres, para profundizar los procesos democráticos en casi 
todos los países y para sostener una cultura de igualdad. 

Estos temas son parte de un debate internacional en curso sobre la región y esta investigación 
no pretende asumirlo. Para el caso colombiano, véase A. Machado (1999). 


